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SEÑOR PRESIDENTE (Cáceres).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a una delegación del Sindicato de 
Obreros de la Industria de la Madera del Norte del País, integrada por los señores Miguel Bentaberry, José 
Bautista, Emilio Núñez y el doctor Robert Batista. 


SEÑOR BAUTISTA.- Agradecemos a los integrantes de la Comisión de Legislación del Trabajo que 
nos hayan recibido. Soy el Presidente del Sindicato, que cuenta con 350 afiliados. El Sindicato es 
bastante nuevo, tiene Estatuto y Personería Jurídica. Nos sentimos un tanto responsables de los 4.000 
trabajadores de los departamentos de Rivera y Tacuarembó. 


Nuestra intención es que conozcan la problemática que está viviendo el trabajador forestal en Rivera y 
Tacuarembó. Hace un largo tiempo que venimos trabajando en esto; el problema no es nuevo sino que ya 
lleva diez años. 


Hoy estamos reclamando nuestros derechos a una empresa forestadora muy grande, Colonvade S.A. 
Actualmente, hay sesenta reclamos de empleados que han trabajado en sus montes y que nunca han recibido 
un aguinaldo, un salario vacacional, ni licencia. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Lo que reclamamos a la empresa Colonvade S.A. y a los contratistas, nuestros 
patrones, es un aguinaldo, una licencia y un salario vacacional. Nunca se reivindicó un aumento de 
sueldo. Ellos nos pagan según la altura del árbol. Hace diez años se podaba un árbol por sesenta 
centésimos y hoy el mismo árbol lo podamos por el mismo dinero, sin tener en cuenta la inflación. Hoy 
el trabajador no puede llevar un pedazo de carne a la mesa, tiene hambre y recibos de OSE, de UTE y 
de alquiler vencidos. El contratista tiene un almacén y todo lo que gana el trabajador debe dejarlo en 
ese comercio porque cuando va a cobrar -la empresa Colonvade S.A. paga por mes- resulta que debe 
más de lo que ha de recibir. Hay trabajadores que son padres de cinco o seis hijos, y el propio patrón 
les dice "Gastaron mucho este mes, están comiendo demasiado", cuando todos sabemos que entre los 
obreros de la forestación hay hambre. La forestación es la única fuente de trabajo que existe en 
Tacuarembó y Rivera. Lamentablemente, se han olvidado de que el trabajador no cobran por sus 
derechos. 


Hemos planteado varias veces esta situación al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. La verdad es que 
han venido a inspeccionar, pero muchas veces nos dicen que no tienen dinero para pagar el gasoil de las 
camionetas. El Sindicato hizo varias denuncias anónimas al Ministerio y vinieron a inspeccionar, pero no se 
logró que el trabajador cobrara su aguinaldo, ni tuviera su licencia. Entonces, el trabajador optó por 
demandar al contratista y a la empresa madre, que es la forestadora Colonvade S.A. Hasta el momento se han 
presentado unos 48 trabajadores, pero hay 280 o 300 más que están esperando que nosotros cobremos 
nuestros derechos para luego hacer fila en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y reclamar sus 
beneficios. 


SEÑOR BENTABERRY.- Hace cinco meses fui despedido por sindicalista y por reclamar mis 
derechos. Hasta ahora no he recibido nada por parte de la empresa. Hay muchos trabajadores que han 
sido despedidos y que están pasando hambre, igual que sus hijos. La situación es crítica. 


SEÑOR BATISTA.- El Sindicato agrupa a los trabajadores que hacen poda y trabajan con motosierra 
en los montes. Algunos dependen directamente de las empresas Colonvade S.A., Cofusa, Delmonte S.A. 
y Fimsa. El sindicato agrupa mayoritariamente a podadores y motosierristas de empresas que prestan 
servicio de poda a estas cuatro empresas que acabo de nombrar. En general, casi todos los trabajadores 
que están en los montes pertenecen a empresas tercerizadas. Las empresas madres no tienen 
trabajadores en los montes sino que, en su amplia mayoría, han contratado a pequeñas empresas. 


¿Cuál es el problema que se está dando? En ese sentido, hay algo que a mí me llamó mucho la atención. 
Problemas hay en todas las forestales, pero pedimos esta entrevista por lo que está ocurriendo con 
Colonvade. ¿Qué está haciendo esta empresa? Tiene varios contratistas, con contrato firmado, que no están 
pagando la alimentación al obrero en el monte, que es obligatoria. Aclaro que cuando hablamos de varios 
contratistas nos referimos a las unipersonales Fernando Olivera; Norte Forestal SRL, de Pablo Zanetti, y 
Francisco Furtado. Estos tres contratistas tienen más de 200 obreros dependientes, pero ninguno cobra 
aguinaldo, licencia, salario vacacional, ni horas extras; no van a encontrar ningún recibo. 


Nosotros tuvimos dos reuniones con Colonvade y sus abogados en la Dirección Nacional de Trabajo del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. La idea era, más que nada, tratar de llamarlos a responsabilidad, 
porque es una empresa madre que no puede mirar para el costado cuando pasan estas cosas con los obreros 
que trabajan en sus montes. No podíamos, ni podemos, comprender por qué Colonvade no efectúa un control 
riguroso sobre sus contratistas. No importa qué sueldo arregle el contratista con el obrero, lo que interesa es 
que lo cobre. No entendíamos por qué Colonvade no controlaba que los 800 obreros que tiene en los montes 
cobraran sus sueldos. Insisto: no importa si hablamos de sueldos de $ 1.000, $ 2.000 o $ 3.000, eso es un 
acuerdo de partes; lo que no puede ocurrir es que no haya recibos de horas extra o que muchos obreros no 


reciban alimentación y lleven refuerzos de mortadela o cualquier otra cosa para comer al mediodía en el 
monte. Tampoco puede pasar que cobren con vales alimentación para utilizar en los comercios que los 
contratistas tienen en Tranqueras, que a fin de mes no reciban plata y que, además, les digan: "Este mes 
comiste mucho; no sobró nada de plata para cobrar". 


Hemos mantenido reuniones con estos contratistas en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; inclusive, 
dos negociadores de la DINATRA -la escribana Sánchez y el señor Saldivia- fueron a Rivera e hicieron todos 
los esfuerzos posibles. Pero, hablando mal y rápido, a estos contratistas no les entran ni las balas. Ellos se 
mueven en Tranqueras y Rivera, y allí todos saben que tienen un muy buen pasar, pero no aparecen bienes a 
nombre de ellos. 


Entonces, podríamos seguir iniciando juicios, pero la idea del sindicato no es esa sino conseguir que 
Colonvade -que es una empresa madre que tiene todos los sellos de calidad habidos y por haber- se ocupe de 
controlar el cumplimiento de los derechos laborales mínimos de los obreros que emplea a través de la 
tercerización. 


El problema va creciendo cada vez más; ya no hablamos de tres o cuatro reclamos sino de muchos más. 
Además, esto se relaciona con los trámites en el Banco de Previsión Social y, en general, los aportes son por 
13 jornales. Reitero que el desorden está aumentando. En determinado momento, Colonvade no quiso seguir 
negociando, ni hablando más del tema y dijo que los obreros se entendieran con los contratistas, que la 
empresa no tenía nada que ver. Y a esos contratistas, Colonvade no les exige garantía alguna. Lo cierto es que 
al final del mes los árboles están podados y el trabajo está hecho aunque los obreros no cobren lo mínimo 
establecido por ley. 


Colonvade ha corroborado la veracidad de estas afirmaciones; ha realizado auditorías externas, pero hasta el 
momento no ha tomado medidas efectivas en los montes. A raíz de esto, el sindicato acampó desde el lunes 
23 de agosto hasta el miércoles 25 de agosto a las puertas de la empresa, portando carteles y demás. No se 
hizo paro porque se trataba, más que nada, de sensibilizar e informar a la empresa y al medio en el que se 
mueve esta gente -Rivera y Tranqueras- sobre la problemática que se está viviendo, es decir, poner este tema 
a consideración pública. Además, se pidió entrevista a esta Comisión para ver si ustedes, o quien disponga, 
puede intervenir, pero no para que Colonvade pague los juicios que están iniciados -si se busca un acuerdo, 
mejor, pero si no lo hace, no hay problema-; lo que queremos es que de ahora en más la empresa controle a 
los contratistas. Ya que no hay una norma que establezca que el contratista tiene que cumplir determinados 
requisitos o demostrar cierta solvencia económica -cualquiera que se inscriba en el BPS y en la DGI puede 
prestar un servicio y después dejar tirados a muchos trabajadores-, nuestra idea es apelar a la responsabilidad 
de una empresa grande, de una multinacional con 150.000 hectáreas forestadas en Uruguay, y que nosotros 
creemos que no apuesta a una tercerización con contratistas que sean solventes. Insisto: tratamos de apelar a 
esa responsabilidad. 


Nosotros no lo hemos logrado; la gente del Ministerio tampoco. Por eso venimos a este ámbito para ver cómo 
ven ustedes la situación y si hay alguna posibilidad de hacer algo. 


SEÑOR BENTANCOR.- Quisiéramos hacer una consulta con respecto a la seguridad en el trabajo, 
habida cuenta de que en más de una oportunidad hemos tenido noticia de la falta total de seguridad 
con que se trabaja en estos lugares. Además, sabemos que hay muchas carencias en cuanto a las 
inspecciones que se puedan realizar 


En esta comparecencia no han tocado ese tema pero me gustaría conocer ese aspecto que hace a las 
características del trabajo en esta industria. 


Por otra parte, me gustaría que me dijeran si conocen cuál es la cantidad de trabajadores que están en relación 
de dependencia con la empresa Colonvade. 


SEÑOR BATISTA.- Según presentó por escrito en una declaración el señor Ralph Smith, Gerente de 
Marketing de la empresa, hay 107 trabajadores efectivamente en relación de dependencia con 
Colonvade. En Rivera y Tacuarembó hay 800 trabajadores en servicios tercerizados. Los 107 
trabajadores están en oficinas en Montevideo y Rivera y también en el vivero de Rivera; la cantidad de 
trabajadores tercerizados es ocho veces mayor. 


Es bueno aclarar que si uno ve los contratos que tienen con los contratistas puede apreciar que son muy 
duros. Pero una cosa es el contrato y otra "la ley del monte", si se me permite la expresión. En el monte no 
hay control del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, entre otras cosas, porque dice que no tiene rubros 
para hacerlo; además, si van de improviso encuentran las porteras cerradas. Tampoco se controlan recibos de 
sueldo, aguinaldo, salario vacacional, ni aportes. Colonvade tampoco lo hace porque dice que no es el 
Estado. Así estamos: Colonvade no asume esa responsabilidad social y el Estado no asume la responsabilidad 
jurídica que le corresponde a través del Banco de Previsión Social y del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. 


SEÑOR NÚÑEZ.- En cuanto a la seguridad en el trabajo, podríamos decir que la empresa Colonvade 
está en un 90%. De lo que más se preocupa es de la seguridad, pero es lamentable que no se ocupe de 
que el contratista pague a los trabajadores, porque tiene personal que hacen inspecciones mensuales en 
este aspecto. Entonces, el sindicato piensa que los dirigentes de Colonvade S.A. podrían poner un poco 
de empeño y consultar al inspector acerca de si el equipo de trabajo está en condiciones y preguntar a 
los trabajadores si cobraron el aguinaldo, la licencia, el salario vacacional, o el ficto de alimentación 
que ella misma paga al contratista y que este se embolsa y no se lo paga a los obreros. 


En las otras empresas el tema de la seguridad está dejado de lado; esto sucede en Cofusa y Fimsa. Yo trabajo 
desde hace tres meses dentro de los predios de Fimsa como podador y puedo decir que durante este tiempo 
no ha ido un solo responsable de la empresa a controlar el tema de la seguridad, si un inodoro está roto, si se 
usa el casco o la polaina que se utiliza para podar; en ese aspecto la empresa no realiza ningún tipo de 
control. Lo que sí se hace es hostigar al trabajador para que el árbol quede bien podado, aún cuando hay 
vientos de 25 kilómetros o 30 kilómetros por hora y utilizando el serrucho se puede provocar un desgarro en 
la cáscara después de realizar el corte; en esos casos se ejerce presión para que se suspenda el trabajo y, al 
mismo tiempo, se despide al trabajador, pero no se realizan controles en cuanto a la seguridad. 


SEÑOR BAUTISTA.- En el mes de noviembre del año pasado hicimos todas estas denuncias a un 
ingeniero de Colonvade S.A. porque nosotros sabíamos cómo venía la mano, que en cualquier 
momento se iban a producir este tipo de problemas, y no nos equivocamos. 


Como dije, en noviembre pedimos una audiencia y nos recibieron; en esa oportunidad pusimos toda la 
problemática sobre la mesa y lo que nosotros creíamos que iba a ocurrir. Quienes nos recibieron lo tomaron 
como un juego, pensando que los trabajadores no íbamos a agruparnos. De todos modos, logramos hacerlo, 
pero actualmente ellos no quieren asumir lo que nosotros trasmitimos, y pensamos que por ello se está dando 
esta situación. 


En cuanto a la seguridad, puedo decir que se procede en forma diferente en cada una de las cuatro empresas 
que se han nombrado. No tenemos nada que decir en ese aspecto de la empresa Colonvade S.A., porque es 
muy estricta en este sentido, pero nunca nos preguntaron qué comíamos antes de decirnos que nos 
pusiéramos el casco o que usáramos guantes. Pienso que ellos tenían el derecho de preguntar, por lo menos, 
s1 cobrábamos el salario. 


Por otra parte, un empleado de la empresa Cofusa -creo que es el tercer caso- perdió la vida; este muchacho 
estuvo cinco horas apretado por un árbol en el monte cuando ya estaba muerto. Luego de esto, nosotros 
hicimos algunos contactos para saber cómo había quedado la familia. 


Nosotros pensamos que la empresa debió empeñarse un poco más en analizar todo lo que denunciamos y 
tomar alguna medida frente al Ministerio, ya que manifiesta que no puede ejercer ese tipo de control y que 
debe hacerlo el Ministerio. 


Creo que las empresas se han aprovechado del gran desempleo que hay. Digo esto porque nosotros 
deberíamos podar una hectárea de monte a un precio justo para que todos pudiéramos cobrar y quedar 
contentos, pero lo que se hace es totalmente al revés. Supongamos que se debería pagar $ 2.000 para podar 
esta hectárea de monte, pero nos han pagado $ 500, por lo que los únicos perjudicados somos los 
trabajadores. 


SEÑOR BENTANCOR.- Este planteo se hace cuando se está cerrando la actual Legislatura, pero debo 
decir que en el año 2000, en esta Casa se presentó un proyecto de ley que contemplaba lo referente a la 
mano de obra temporal en el régimen de subcontratación, la tercerización y la responsabilidad que 
debían tener las empresas que tenían el derecho de subcontratar. Algunos considerábamos que estas 
empresas también deberían tener la obligación de cumplir determinadas normas. Como dije, este tema 
se planteó en el año 2000 pero, lamentablemente, por una razón u otra no se encontró la voluntad 
política para llevarlo adelante, pero si no se legisla, difícilmente se podrá contar con la buena voluntad 
de las patronales. 


Creo que hay falta de responsabilidad, fundamentalmente de parte del Poder Ejecutivo, que ha desertado de 
su condición -a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- de controlar las condiciones en las 
cuales se trabaja, en lo relativo a la seguridad industrial y, fundamentalmente, los ingresos que deben percibir 
los trabajadores, es decir, un salario digno o decente, como se los denomina actualmente. Por supuesto, 
también debe velar por el resguardo de las libertades y derechos sindicales, que sabemos que, por lo general, 
en todos estos lugares brillan por su ausencia. 


Por otro lado, me llamó mucho la atención que alguien con 150.000 hectáreas tenga solo ciento siete 
trabajadores directamente vinculados y ochocientos en ese margen difuso de la tercerización. También me 
llamó la atención que una empresa unipersonal -vean el disparate jurídico que hemos hecho en todo este 
tiempo- tenga doscientos dependientes, según dicen los trabajadores presentes. Por tanto, la persona que se 
presenta tiene una empresa unipersonal y tiene doscientos trabajadores dependientes, quienes también son 
tratados -según lo que he oído- como empresas unipersonales porque no tienen derecho a recibir aguinaldo y 
salario vacacional. Entonces, reitero, alguien ha desertado de sus potestades de contralor. 


Esto no es una arenga política ni nada que se le parezca, porque esta Comisión está integrada por Diputados 
de todos los sectores y cada uno de ellos se puede expresar, pero a esta Comisión han concurrido los dos 
Ministros de Trabajo y Seguridad Social que han desempeñado ese cargo en esta Legislatura, tanto el 
contador Alonso como el doctor Pérez del Castillo, y a ambos se les consultó acerca de qué instrumentos le 
faltaban al Poder Ejecutivo a los efectos de legislar en ese sentido. Por ejemplo, el Ministerio tenía 
dificultades para realizar las inspecciones generales porque no tenían transportes. Entonces, cuando el Poder 
Ejecutivo planteó disminuir la flota, quitando mil unidades, pensamos que entre esas unidades descartadas 
podría haber alguna que le sirviera a esta Cartera. De esa manera, pudieron obtener una flota relativamente 
adecuada para desplazarse en un país que no tiene distancias tan grandes. [No obstante, si bien tenían la flota 
de autos, no tenían plata para combustible. Entonces, todo quedó como tierra de nadie. 


Este tema siempre nos preocupó y si bien lo hemos discutido va mucho más allá. Sin duda, se podrán hacer 
gestiones ante las empresas. Es obvio que si se sigue adelante con un largo proceso judicial, se dará la razón a 
los trabajadores, pero sabemos que la necesidad tiene cara de hereje y los trabajadores quieren solucionar este 
problema hoy. Debemos ser conscientes de que con un proceso judicial se estaría tan solo emparchando el 
problema. En ese sentido, no omitimos nuestra responsabilidad por ser minoría, porque quizás no hayamos 
tenido la capacidad ni la fuerza para convencer a nuestros colegas de qué leyes en esta materia eran 
necesarias. Es increíble que en un país en el que la sociedad ha subsidiado fuertemente a los capitales 
internacionales para que desarrollaran actividad forestal, las empresas involucradas implementen un sistema 
bastante parecido al que se aplicaba en la época feudal. 


Lamentablemente, no puedo aportar nada y sería demagógico decirle a la delegación que se vaya tranquila 
porque la Comisión podrá hacer tal cosa o tal otra. Si bien nos queda una sesión antes de comenzar el receso, 
debe considerarse que todos -independientemente de lo que después podamos hacer- tenemos plena 
conciencia de este tipo de situaciones, que son moneda corriente en la industria forestal. 


SEÑOR RUBIO.- Comparto todo lo que dice el señor Diputado Bentancor. 


Uno conoce estas situaciones, pero es distinto escuchar los relatos directamente. A uno lo golpea que en el 
Uruguay actual se estén produciendo este tipo de destratos contra los trabajadores, situaciones que eran 
propias del feudalismo. Tanto que se ha promovido a esta industria, ahora saco cuentas que una empresa que 
posee 150.000 hectáreas emplea directamente a 107 trabajadores y a 800 indirectamente. 


A propósito del obrero muerto el 5 de agosto, hablamos con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para 
saber si esto era común. Nos explicaron que cuando llegan los inspectores a la zona, las tranqueras están con 
candados y no pueden entrar y tienen que ir a la Policía. No sé si existe alguna forma de obligar a las 
empresas para que dejen pasar libremente a los inspectores. 


Por otra parte, tengo entendido que hubo otra instancia de negociación, a partir de la intervención del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y que Colonvade S.A. y Cofusa concurrieron en alguna 
oportunidad. En ese sentido, quiero saber si surgió algo concreto de estos encuentros. 


Asimismo, quiero saber si el estudio cuyo titular es el doctor Pérez del Castillo -actual Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social-,representa a alguna de estas empresas. 


SEÑOR BATISTA.- El estudio del doctor Pérez del Castillo representa a la empresa Cofusa y figura en 
los poderes que se presentan en los pleitos, en las contestaciones de demanda. Actualmente, uno de los 
abogados que está autorizado es el doctor Santiago Pérez del Castillo. 


Por otra parte, hemos encontrado mala voluntad de las jerarquías del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social para lograr ámbitos de diálogo. Hemos venido desde Rivera a molestar a la Comisión sin crear 
ninguna expectativa en los obreros, pero en realidad ellos se agarran de un cable pelado porque están 
desesperados, ya que en el almacén se les quedan con el dinero del sueldo y demás. El Ministerio no ha 
inspeccionado, pero sería muy fácil hacerlo porque sería cuestión de ir en una camioneta, llevar un cerrajero 
y se abre el candado. Cualquier organismo tributario -BPS o DGL- tiene potestades para entrar en una 
empresa y revolver los cajones; puede llevarse todo, labrar un acta y se acabó. En cambio, si antes de realizar 
una inspección -como pasa actualmente- se llama a la empresa, se le informa que se irá tal día, encontrarán a 
los trabajadores como prontos para ir al Teatro Solís, porque tendrán cascos nuevos, guantes de primera, 
etcétera. 


Manifesté al sindicato que no veo que las denuncias por escrito por infracciones laborales sean una salida. 
Las multas que podrían cobrarse serían enormes, pero no creo que solucionen el problema, porque los 
inspectores no irán a vigilar y si fueran, irían muy anunciados. Es distinto inspeccionar un comercio en 
Montevideo, donde no se anuncia la visita y en diez minutos se está en el lugar, que coordinar una inspección 
en la Dirección Nacional de Trabajo para visitar un monte que queda a cuarenta kilómetros de la tranquera 
por camino de tierra, donde normalmente se avisa a la empresa para que abra la tranquera y cuando llega la 
inspección, está todo bien. 


No encontramos en el señor Ministro ni en el Director Nacional de Trabajo voluntad para inspeccionar. Si el 
motivo fuera económico, la situación tendría que ser la inversa. Está claro que no debería instrumentarse la 
industria de la multa, pero no pueden invocarse motivos económicos para no inspeccionar porque las 
infracciones son muy evidentes. El Decreto N* 186/004, que salió en junio de 2004 del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, actualiza todas las multas de las infracciones previstas en la legislación laboral. Por 
ejemplo, se multa por no expedir un recibo de sueldo, por no documentar las horas extra, es decir, por cosas 
bastante simples. En este caso, no se encontrará ningún recibo de licencia, de aguinaldo, de salario 
vacacional, ni de horas extra. En ese sentido, el sindicato pidió a la propia Sala de Abogados del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social que se expidiera sobre las horas extra, la que dictaminó, por unanimidad, que 
sin ninguna duda existe el derecho a horas extra por la Ley N* 10.471 de 1943. Este informe fue comunicado 
a las empresas. No tenemos el informe escrito, ya que la Inspección General del Trabajo no lo ha querido 
hacer todavía; es verbal, pero tratamos que lo haga por escrito. Tenemos muchas dificultades con el del 
Ministerio. 


La instancia conciliatoria que tuvimos fue por la buena gestión del doctor Gonzalo Irrazábal, Director 
Nacional de Trabajo, quien aceptó citar a las empresas y crear un ámbito de diálogo. Solo contamos con la 
voluntad del Director Nacional, pero en el resto de los casos ponen más trabas que soluciones. 


SEÑOR MACHADO.- Agradezco a la Comisión que me permita hacer alguna pregunta y alguna 
reflexión sobre este importante tema que tiene como centro un departamento del que soy 
Representante. 


Nosotros acompañamos todo el proceso de forestación desde su génesis, con la aprobación de la Ley Forestal 
en 1987, e integramos la Comisión Honoraria Forestal. Además, trabajamos en una cantidad de temas 
vinculados con la capacitación y la formación de mano de obra a efectos de reciclar a gente que tenía otras 
ocupaciones y que, con el proceso de la forestación, debía abrirse camino en esa actividad. Trabajamos con la 
División Forestal del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Creo que todos somos contestes en cuanto a que el país ha realizado este esfuerzo con respecto a la actividad 
forestal porque veía en ella la oportunidad de generar trabajo en una región deprimida como la del norte del 
país; entonces, no puede ser que ocurran estas cosas. Se aprobaron el Estatuto del Trabajador Forestal, el 
Reglamento para el transporte de los trabajadores forestales y otros que, lamentablemente, no se cumplen. 
Esto es un llamado de atención que debe ser considerado en forma superlativa. 


La pregunta que realizó uno de los colegas y la respuesta del asesor del sindicato respecto de la vinculación 
del Ministro con una empresa en cuyos campos falleció un obrero, realmente me llena de asombro y desde 
este momento quedo a la espera de una respuesta del señor Ministro, a quien comprenden las generales de la 
ley. Este es un tema muy grave. 


Todos estos hechos que se han relatado demuestran que no se cumple con el ordenamiento que el país se ha 
dado, que estará bien, mal o regular, pero existe. Aparentemente, no contamos con los medios para aplicar la 
reglamentación. En ese sentido, creo que el país debe hacer un esfuerzo para conseguirlos y hacer efectivas 
las inspecciones y el cumplimiento de estas reglamentaciones. Una portera cerrada no puede impedir una 
inspección; por encima de todo está el interés general. No puede haber porteras cerradas para el 
cumplimiento de la ley; debemos generar los mecanismos que hagan que las porteras estén abiertas. Con esto 
quiero decir que las inspecciones tienen que realizarse. 


El sindicato ha planteado que se podría llevar adelante esta función a través del cobro de una tasa, etcétera, 
pero de acuerdo con el ordenamiento legal de nuestro Estado, esa es una tarea insoslayable del Poder 
Ejecutivo y nosotros, como legisladores, debemos exigir su cumplimiento. 


Personalmente, veo estos hechos con enorme preocupación, porque el esfuerzo que todos los uruguayos 
hemos realizado para generar oportunidades terminó provocando estas situaciones que espero que se puedan 
superar para bien. De todos modos, estaré atento a estas denuncias porque son muy graves y afectan a mucha 
gente; además, distorsionan el espíritu con el que Uruguay aprobó una norma tan importante como la Ley 
Forestal de 1987. 


SEÑOR BETANCOR MOSCA.- Soy Representante por el departamento de Durazno. La aprobación 
de la Ley Forestal fue muy importante para nosotros, porque en nuestro departamento hace mucha 
falta trabajo; realmente, nos sentimos muy satisfechos y muy orgullosos por ese importante paso. 


Estimamos que en Durazno hay más de 1.000 personas trabajando en la actividad forestal; hay 50.000 
hectáreas forestadas. Pero, honestamente, no sabemos si se dan problemas tan graves como los que tienen 
ustedes. Quisiera saber si vuestro sindicato también está agremiado con la gente de Durazno y si allí existe la 
misma problemática. 


Sabemos que de Durazno está saliendo muchísima madera; al día de hoy, cada 25 camiones de madera pasa 
uno con ganado. Lo que se ve en las rutas de nuestro departamento es madera. 


SEÑOR NÚÑEZ.- El SOIMANORPA nuclea a trabajadores de Tacuarembó y de Rivera, pero el 
SOIMA también tiene una filial en Paysandú; la Directiva está integrada por funcionarios de la Caja 
Bancaria. 


Sabemos que la situación en Paysandú y Durazno es más o menos la misma que la nuestra, más allá de que el 
tema de los contratistas es distinto. En Paysandú hay obreros que tienen una motosierra y trabajan ellos, sus 
señoras, algún hijo y dos empleados; lo que ganan apenas les da para pagar a los dos trabajadores y para 
cubrir el sustento de sus familias. Es distinto lo que pasa en Tacuarembó y Rivera, donde los contratistas 
ingresan a los montes como tales y a los tres o cuatro meses andan en una camioneta, cuatro por cuatro, y 
llenan los predios de las empresas con ganados que compran con la plata de los trabajadores. 


Reitero: hay diferencias económicas en cuanto a los contratistas, pero la situación en cuanto a los derechos de 
los trabajadores es similar también en Durazno. Gente de Tranqueras ha ido a trabajar en El Carmen, en 
Durazno, con un contratista con el que también trabajé en Paysandú. Este contratista no le paga a nadie, 
queda debiendo todo, miente y solo le falta que cobre a los obreros el aire que respiran. Hay gente que ha 
tenido que irse de El Carmen hasta Tranqueras o Rivera a pie, por la ruta, haciendo dedo. En Paysandú 
también se ha dado esta situación con el mismo señor Curbelo, que es el contratista, que creo que ahora está 
haciendo poda en El Carmen y en Piedra Colorada, en un predio de la Caja Bancaria. 


SEÑOR BATISTA.- A efectos de que tengan una idea de la situación, les puedo decir que el mes pasado 
murió un trabajador en los montes de COFUSA, en Cuchilla de la Palma, en el kilómetro 414, y que de 
las declaraciones del parte policial que hizo la Seccional 14* de Tacuarembó -podemos alcanzarles una 
copia del parte y también de la denuncia presentada ante el Ministerio- surge que el trabajador ganaba 
$ 200 líquidos por día. La familia del trabajador, que reside en Paysandú, está integrada por su señora 
y cinco hijos: cuatro menores de edad y una hija mayor. El trabajador se desarraigó de Paysandú y se 
fue a Tranqueras a trabajar en la forestación. Trabajaba para un subcontratista de COFUSA, que es 
una unipersonal cuya titular es la señora Iris Cardozo, a quien ellos no conocen; a pesar de que 
algunos hace años que trabajan en la empresa, no saben quién es. Los aportes que se hacían por este 
trabajador y por los demás son por 13 jornales. Reitero: en el Banco de Previsión Social figuran todos 
con aportes por 13 jornales; hablamos de $ 1.290 nominales. El trabajador que falleció -Carlitos María 
Ducasse-, tenía 44 años y los aportes con los que él figuraban eran de 13 jornales, o sea, $ 1.290 
nominales; son $ 1.000 líquidos por mes. A nosotros nos han preguntado por este caso. "Y Bueno, 
habrá que ver qué hace el BPS", pero el desespero de la señora de este trabajador -que fue a buscar un 
sustento a Tranqueras, a 200 kilómetros de Paysandú- es muy fuerte porque quedó con cuatro hijos 
menores a su cargo y con un subsidio que se otorgará en base a un sueldo líquido de $ 1.000, cuando el 
parte policial dice que cobraba $ 200 líquidos por día. Por esta razón, hemos tratado, primero ante la 
empresa COFUSA, y luego ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que se investigue esta 
situación y que se corrija ese error -todos sabemos que el BPS depende del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social-; de lo contrario, la pensión que recibirá la señora de este trabajador será sobre la 
base de un sueldo líquido de $ 1.000. Además, hay que destacar que esta señora no vive en Montevideo, 
sino en un medio rural en el departamento de Paysandú. Por eso el sindicato trató de encontrar la 
forma de corregir la subdeclaración de aportes -no me estoy refiriendo solo a la falta de seguridad que 
existía en el momento del fallecimiento; lamentablemente, ahora no se puede hacer nada-, pero no 
hemos tenido información del Ministerio y no sabemos si se está haciendo algo para paliar un poco la 
situación de la familia de este trabajador, que dejó mujer y cuatro hijos menores. 


SEÑOR BONOMI.- Quisiera saber de dónde es la empresa Colonvade. 
SEÑOR BATISTA.- Es subsidiaria de una empresa americana. 


SEÑOR BONOMI.- Quería decir que aquí se han manifestado cosas muy importantes, que ponen de 
manifiesto problemas de fondo y circunstanciales. Para mí el problema de fondo es el que señaló el 
señor Diputado Bentancor. El señor Diputado dijo que se trató de aprobar una ley que regulara la 
tercerización, pero no se pudo lograr. En definitiva, la empresa que tiene trabajadores a su cargo, 
directa o indirectamente, es la responsable. Estas situaciones no solo se dan en la industria de la 
madera, sino en todas las actividades que se tercerizan. La pesca en Montevideo se terceriza y, 
normalmente, se busca a alguien que sea absolutamente insolvente, que es responsable por 100, 200 o 
300 trabajadores. Entonces, la empresa queda al margen de cualquier responsabilidad y no hay cómo 
ir contra quien tiene la responsabilidad, que es el que terceriza. Este es un problema de fondo -que 
tiene su origen en lo que ha pasado por aquí durante cuatro años y medio- y requiere legislación, pero 
esta Comisión no puede hacer absolutamente nada en este momento porque solo queda por delante una 
sesión. 


También hay problemas circunstanciales, como el de la delegación presente, pero también se repiten, porque 
que en todas las inspecciones hay hijos y entenados; eso ocurre en todos lados. Algunos inspectores van a 
inspeccionar y tienen las puertas abiertas y otros encuentran la puerta cerrada a cal y canto, y no entra nadie. 


Entonces, como a nivel legislativo no se puede hacer nada, quisiera saber si como Comisión, por lo menos, se 
puede exigir igualdad y garantías en las inspecciones y si se puede manifestar la molestia de este Cuerpo 
frente a la falta de dichas inspecciones; creo que eso se puede hacer. 


Pregunté la nacionalidad de la empresa porque tengo entendido -quiero hacer la consulta- que en este 
momento las empresas americanas y europeas demuestran voluntad de mejorar la contratación -que está 
faltando en la forestación-, lo cual no ha ocurrido con las empresas chilenas y argentinas. Quisiera saber si es 
correcto, o no, que es más grave el problema con las empresas argentinas y chilenas y si ha habido un intento 
de mejora en el papeleo de las empresas europeas y americanas. 


SEÑOR BATISTA.- Por ejemplo, con la empresa Del Monte S.A., que es chilena, el sindicado ha tenido 
entendimientos y ha encontrado mucha responsabilidad social. Cuando algún trabajador realiza algún 
reclamo, esta empresa de inmediato habla con el contratista y consulta si no se le pagó, por ejemplo, el 
aguinaldo, porque no quiere juicios gratuitos. Quiere decir que se mantiene un diálogo. Por supuesto, 
podremos ponernos de acuerdo, o no, pero hay voluntad de diálogo y no da vuelta la cara como 
diciendo: "Este problema no es mío". Y esa es la actitud que vemos de parte de la empresa Colonvade, 
porque es como si dijera: "Trabajarán en mis montes, pero yo contraté una empresa, y si es insolvente, 
mala suerte; arréglense como Dios los ayude". 


Nosotros no hemos encontrado un cambio de actitud, más allá de que no hay -tal como dicen los señores 
Diputados- una legislación específica que permita ser más severos en estas instancias. De todos modos, dado 
el porte de estas empresas, el hecho de que esta Comisión -o alguien que ustedes designen- escuche a los 
trabajadores -no digo que les llame la atención porque eso no es potestad de ustedes; además, obviamente, 
deberán escuchar la otra campana-, y que los señores Diputados se interesen en el tema es muy importante. 
Obviamente, dados los controles de calidad a que ellos están sujetos y los controles jerárquicos en el exterior, 
claramente esto va a ayudar mucho. No es lo mismo que hable el sindicato -los señores Diputados lo saben- a 
que ustedes se interesen por el tema, traten de saber qué pasa y le pidan a la empresa que se preocupe más 
por lo que está pasando. Eso que puede parecer muy poquito legalmente -que lo es-, desde el punto de vista 
sustancial es una gran ayuda para los 800 trabajadores tercerizados de Colonvade de los departamentos de 
Rivera y Tacuarembó, porque en el resto del país tienen más obreros. Además, una señal muy clara de parte 
de ustedes sería muy buena, no solo para la empresa sino también para todos los trabajadores y todo el 
entorno forestal de Rivera, porque haría saber que esa zona no es tierra de nadie ya que se ha hecho un 
llamado de atención que dice: "No te puedo trancar legalmente pero te estoy observando y no estás haciendo 
las cosas como deberías". Nosotros creemos que si se puede hacer algo por el estilo para nosotros sería muy 
importante. 


SEÑOR MACHADO.- Me olvidé de decir algo que me parece importante: Uruguay no tiene una 
cultura forestal y por eso se acrecienta la responsabilidad del Estado en cuanto al seguimiento de estas 
acciones, fundamentalmente, con el trabajo en el norte. Es diferente la forestación para producir 
pulpa, que es la que se realiza en el litoral del país, con la que se lleva a cabo en el norte del país, en 
Rivera y Tacuarembó, donde hay un proyecto forestal definido de producción de madera de calidad, 
que lleva mucha mano de obra y las tareas que los señores invitados mencionaban en cuanto a la poda, 
el raleo, etcétera, que hoy motivan nuestra atención. Tiene que haber una responsabilidad. Además, 
debe existir un seguimiento porque hay cosas que van cambiando, metodologías de trabajo que están 
en la etapa de ensayo y error. 


Por otra parte, escuché con toda atención al Secretario del sindicato, señor Núñez, quien dejó latente la idea 
de que los contratistas están en una gran bonanza económica, pero personalmente debo decir que hay de todo. 
Conozco empresas que han cerrado porque no pudieron cumplir con sus obligaciones y no quisieron apretar a 
sus trabajadores. Es importante tener en cuenta estas situaciones porque se trata de gente que no quiso 
perjudicar a los trabajadores y prefirió cerrar la empresa y dejar la actividad. 


Reitero que hay de todo; este tema es nuevo y el Estado tiene la responsabilidad insoslayable de seguirlo muy 
de cerca, sobre todo si tenemos presente que el sector agropecuario será en pocos años el principal generador 
de divisas. ¡Si será importante! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según lo que se ha expresado, las que motivan esta situación son varias 
empresas contratistas de los forestadores, muchas unipersonales. En ese sentido, quiero saber si el 
sindicato denunció a esas empresas unipersonales que emplean a 100, 200 o 300 trabajadores. 


SEÑOR BATISTA.- Sí, pero no por escrito. 


Ya nos reunimos dos veces en la Dirección Nacional de Trabajo. Una vez nos reunimos con todas las 
empresas forestales, a distinta hora cada una, y dos veces con Colonvade S.A., en Montevideo; además, 
tuvimos dos reuniones en Rivera con estos tres contratistas de Colonvade S.A. ya mencionados, en el 
Ministerio de Trabajo de Rivera, que duraron entre cinco y seis horas cada una, en las que se analizó 
ampliamente la situación. Asimismo, se presentaron sesenta juicios contra estos tres contratistas y el 
Ministerio tiene todos los datos sobre lo que se está reclamando, y cada vez se suman más. Hicimos hincapié 
a Colonvade S.A. y al Ministerio en que no se trata de arreglar los juicios, sino que queremos poner un parate 
y que de aquí en más se cumpla con lo mínimo, con lo que está en la tapa del libro del profesor Plá 
Rodríguez, es decir, con el pago de la licencia, el aguinaldo, el salario vacacional, la alimentación en el 
monte, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concretamente, quiero saber si el sindicato formalizó alguna gestión 
relacionada con la irregularidad que representa que una empresa unipersonal emplee 100, 200 o 400 
personas. Para poder inhibir estas conductas no se necesita nueva legislación, sino cumplir la 
legislación vigente, ya que eso no lo puede hacer una empresa unipersonal. Quiero saber si existe 
denuncia formalizada, con el consiguiente riesgo porque esa empresa puede cerrar y abrir bajo la 
forma que sí la habilita a contratar personal, ya sea como sociedad anónima o como SRL. 


SEÑOR BATISTA.- No, no existe. 


Hicimos todas las gestiones en el ámbito sindical para tratar de solucionar el problema de los trabajadores. 


Asimismo, si nos pusiéramos frente a una computadora a redactar escritos por infracciones para presentar en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio tendría que comprar una sede nueva en 18 de Julio 
porque el volumen sería enorme. El señor Presidente se refiere a otra infracción, al hecho de que una empresa 
unipersonal esté actuando así. 


La política del sindicato no ha sido denunciar infracciones, sino tratar de solucionar un problema laboral que 
hay en el medio: que el Ministerio, o algún mediador, ponga el orden suficiente que lleve a una solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo la lógica del sindicato; tal vez el doctor Batista por ser del 
transporte está medio imbuido de las experiencias del proceso de formalización y quiere que las 
empresas forestadoras sean agentes de retención, como son actualmente las empresas de transporte. 


Creo que está claro que el forestador contrata a una empresa que tiene un régimen legal en el que debe 
moverse; el problema es que, por lo que dice el sindicato, esas empresas no cumplen la ley. El elemento que 
surge claro es que esas empresas empiezan siendo unipersonales para luego emplear a 200 personas. El otro 
elemento comentado relacionado con las cuatro por cuatro, demuestra que tal vez el contrato entre el 
forestador y el prestador del servicio no sea tan malo y que una parte de ese contrato se la lleve el titular de la 
empresa en desmedro del salario del obrero, obteniendo ganancias extraordinarias, que se manifiesta en esos 
elementos exteriores. 


El tema es bastante complejo. Es como si yo fuera a comprar una heladera y preguntara si el fabricante está al 
día con el pago de los salarios de su personal; me parece que no corresponde. La lógica indicaría que las 
instituciones de control -DGI, BPS, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social-, en las relaciones empresa 
Fernando Olivera o Francisco Furtado, deben determinar que cumplan con sus obligaciones. Me parece que 
eso es lo normal y lo otro es algo que las empresas forestadoras podrán pedir para el buen renombre de la 
explotación que, en definitiva, se hace en sus campos. 


SEÑOR BATISTA.- Comprar una heladera es distinto a este caso, tanto social como jurídicamente. 


Acá existe una tercerización de actividades esenciales que hacen al giro habitual de estas empresas forestales. 
Es decir, estas empresas no están tercerizando el servicio de la heladera de sus oficinas, si no la poda, el 
raleo, el trabajo con motosierra en los árboles que exportarán, que es su actividad esencial y para la que el 
Parlamento les otorgó las exoneraciones tributarias. Estas empresas contratan a estas pseudoempresas para 
esta actividad esencial y no para una periférica. Pero, además, las contrataciones no son ocasionales ni 
esporádicas para hacer algo determinado sino permanentes: las empresas están siempre dentro de los montes 
de Colonvade haciendo esas actividades esenciales. El artículo 3% de la Ley N* 10.449 de Consejos de 
Salarios establece que aunque se tercericen servicios, el empresario principal que utilice subcontratistas o 
intermediarios queda obligado al pago de los salarios mínimos por la actividad, entendiéndose por salario el 
salario, la licencia y el salario vacacional. Por eso entablamos juicios contra el contratista y contra la empresa 
madre. La empresa madre no será responsable por un rubro indemnizatorio como la indemnización por 
despido, pero si el contratista no paga, subsidiariamente tendrá que hacerlo la empresa madre porque 
tercerizó la actividad. 


Nosotros vamos a recorrer el camino legal -el juicio y todas sus instancias insumirán unos tres años-, pero a 
lo que apelábamos era a que la empresa asumiera una responsabilidad social porque, a nuestro juicio - 
admitimos que hay otras opiniones como las del señor Presidente; hay gente que ve el tema así-, no puede ser 
que una empresa que emplee cientos o miles de trabajadores y cuya actividad esencial es la venta de madera 
delegue la poda a firmas a las que no les exige que tengan como bien siquiera un alfiler. Si cualquiera de 
nosotros quiere hacer algo, nos pide una garantía y un estado de situación patrimonial; aquí no se pide nada. 
Y descarto que Colonvade S.A. no está apostando a conseguir una ganancia superior a costa de perjudicar a 
los obreros; tenemos que partir de esa base. Yo creo que Colonvade S.A. no apuesta a eso; entonces, 
deberíamos tener un interés compartido en cuanto a la calidad del trabajo. La empresa no puede tener en sus 
montes a trabajadores con dos, tres o cinco años de antigúedad y no preocuparse por su seguridad; no puede 
ignorar si cobran sueldo, aguinaldo y vacacional. No importa si el sueldo es de $ 1.000 o de $ 10.000; eso es 
un arreglo de partes, pero no puede desatender el mínimo cumplimiento de las normas. 


Aclaro que no apunto solo a lo jurídico, respecto de lo que creo que tenemos razón por la responsabilidad 
subsidiaria que le cabe a la empresa -hay numerosas sentencias en ese sentido-, sino a la responsabilidad 
social, porque no pueden tomar a cualquier "cara de loco" para que haga lo que quiera. No puede ser que 
mientras el monte quede podado no importa a quién se contrata ni si embroma a los obreros en el sueldo, el 
vacacional y el aguinaldo. Nosotros creemos que hay una responsabilidad social que debe asumir la empresa. 
No se trata de elevar las condiciones de sueldo de los empleados, porque ese es un tema con el patrón; de lo 
que se trata es de que en los montes haya seguridad. Así como cada uno de nosotros se preocupa de que sus 
invitados estén seguros, Colonvade S.A. tiene que ocuparse de que sus montes sean seguros y de que los 
cientos de obreros que pasan años dentro del monte cobren sus sueldos, aguinaldos, licencias y vacacionales. 


La empresa ha recibido denuncias concretas; además, las hemos ventilado ante los propios contratistas y 
hemos hablado con ellos. Colonvade S.A. debería asumir la responsabilidad de controlar, de pedir los recibos 
de aguinaldo de los empleados de los contratistas, sin que importe si los sueldos son bajos o altos porque - 
reitero- eso es un acuerdo de partes. Mientras se cumplan con los mínimos establecidos legalmente, eso está 
bien, pero la empresa debería controlar que se atuvieran a la normativa laboral. De acuerdo con los contratos 
que firmaron, los contratistas están obligados a cumplir la normativa laboral y de seguridad social; 
Colonvade S.A. los obliga a ello por contrato, pero después no realiza los controles pertinentes. 


Ante esto hay dos caminos: uno de carácter legal -el de los juicios que llevan tres años, al que se han venido 
incorporando cientos de trabajadores- y otro que nos permita detener esto y empezar a controlar. Aquí se trata 
de que no haya avivados, de que no haya pseudoempresarios o contratistas que se queden con plata que no es 
de ellos. Nosotros hablamos mucho con Colonvade S.A. porque creemos que comparte esta idea, que no va a 
apostar a enriquecer a un contratista insolvente o a enriquecerse a sí misma a costa de los aguinaldos, 
licencias o vacacionales de los obreros. Entonces, ¿por qué no ponernos de acuerdo con que estas cosas tan 
básicas se controlen? Admito que alguien pueda pensar de forma distinta, pero nos parece que esto también 
hace a la paz social en la forestación, que es una actividad que no cuestionamos, que nos parece muy valiosa, 
pero lo mínimo que podemos pedir es que en ese ámbito se respete la legislación básica en materia laboral y 
de seguridad social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece muy grave que se haga una insinuación velada sobre la relación 
del Ministro, las empresas y la ausencia de inspecciones; este es un tema sumamente delicado. Si hoy 


faltan inspecciones, será porque hay dificultades para hacerlas; es un gran problema que tiene el 
Estado en todos sus órdenes. En definitiva, para que la ley sea ley tiene que haber controles, y lo que 
está claro es que las legislaciones se desarrollan sin llevar apareados los mecanismos de control. Por eso 
no creo que se pueda decir esto. 


Quisiera que se aclarara la situación que fue planteada y que se dijera si efectivamente es una denuncia que 
se hace ante la Comisión o algo que se prestó a malos entendidos. 


SEÑOR BATISTA.- Lo que dijimos es lo que está pasando; esos son los datos. De ahí en adelante 
tendrán que preguntarle ustedes al Ministerio qué está ocurriendo. 


Nosotros dimos datos concretos; no hacemos juicios de valor. Son los datos y están sobre la mesa; la 
explicación creemos que le corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a formularles otra pregunta. 


Si efectivamente hay subcontratistas que obtienen un beneficio extraordinario a expensas de sus trabajadores, 
¿no han aparecido otros que están dispuestos a no obtener igual beneficio y que hayan empezado a formar 
nuevas empresas que ofrecen menor precio? Lo planteo porque aquí se trabaja a dos puntas: se puede tener 
menor precio o menor costo. ¿No han aparecido estas empresas que naturalmente podrían sustituir a las que 
hoy en día están trabajando? 


Antes de que me contesten les aclaro que entendí perfectamente lo que ustedes quieren, que es una gestión de 
buenos oficios de los integrantes de esta Comisión, ya sea ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o 
ante las empresas, pero quería preguntarles estas cosas a ustedes, que conocen más el medio. 


SEÑOR BATISTA.- Realmente no entendí bien la pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el contrato de una forestadora con un prestador de servicios es razonable, 
atiende a los costos y también al beneficio de la empresa. ¿En este caso es así? ¿Conocen ustedes los 
contratos de las forestadoras con los prestadores de servicios? 


(Interrupción del doctor Batista) 


———¿Esos contratos tienen un precio razonable? 


SEÑOR BATISTA.- En algunas forestadoras sí y en otras no; generalmente, las forestadoras recurren 
a la estrategia de la licitación. Los precios no responden a ninguna ecuación de costos anexa al contrato 
ni a ninguna negociación entre contratistas y empresas forestales. Eso no existe. La empresa forestal 
dice: "Pago tanto. ¿Seguís o te vas?". Es de adhesión pura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por eso preguntaba si esos precios -ya sea que provengan de una licitación 
son o no razonables. Lo planteo porque puede ser que el problema esté en la relación contractual entre 
el forestador y el prestador de servicios; si no es así, el problema está entre el prestador de servicios y 
su costo, lo que tratará de minimizar porque en la medida en que lo haga aumenta su beneficio. 
Entonces, la pregunta es dónde está el problema. ¿Está en la relación forestador-subcontratista o en la 
relación subcontratista-trabajador? 


SEÑOR BAUTISTA.- Nosotros sabemos que las tarifas de Colonvade S.A. son bastante más altas que 
las de las demás empresas; la prueba es que la mayoría de los reclamos se da ante la firma que 
mencionamos. Las tarifas son bastante buenas; darían para que el contratista y el subcontratista 
pagaran por lo que realmente hacen los trabajadores y les sobraría plata. La prueba está en que tres 
contratistas de esta empresa -los tres que se han nombrado- han conseguido hacer un capital bastante 
bueno a raíz de la forestación, pero quedándose con plata que no era de ellos. 


Por otro lado, conocemos los contratos de Fimsa y Cofusa y sabemos que no llegan ni a la mitad de lo que 
paga Colonvade S.A. Hay pocos reclamos ante Cofusa porque los obreros tienen miedo de quedarse sin 
trabajo. No hay relación entre las tarifas de las empresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si entendí bien, lo que me está diciendo es que Colonvade S.A. paga el doble 
que las otras, con las que no ha habido tantos problemas por temor a la actitud que puedan asumir con 
los obreros; con Colonvade S.A. ha habido otra conducta porque no toma represalias o, por lo menos, 
no genera los mismos temores que las otras. 


SEÑOR BATISTA.- Incide mucho el relacionamiento de las tres empresas. Fimsa es la que tiene mejor 
relacionamiento con los obreros de los montes y con el sindicato; le sigue Cofusa y, por último, está 
Colonvade S.A. En el caso de Colonvade S.A. influye mucho su posición de no controlar lo que se ha 
reclamado en cuanto a la situación en los montes; tampoco tiene diálogo abierto con el sindicato ni con 
los dirigentes. Entonces, eso influye mucho, dado que se generan problemas y no hay un interlocutor 
válido porque se niegan a hablar; eso genera mucho distanciamiento con Colonvade. 


SEÑOR BONOML.- No quiero polemizar, pero como dije anteriormente, hay cuestiones de fondo y 
cuestiones circunstanciales. Los problemas de fondo, como dije, no los vamos a arreglar ahora porque 
a esta Comisión le queda solo una sesión y falta una semana para que concluya el trabajo de la 
Cámara. Por tanto, si durante cuatro años y medio no hubo voluntad para solucionar esta situación no 
la va a haber ahora, ni siquiera si realizáramos una sesión extraordinaria. 


El doctor Batista ha señalado el no cobro de aguinaldos, licencias y horas extras, y para que se hagan 
efectivos esos pagos no se necesita ningún tipo de ley. También se ha manifestado que las inspecciones no se 
realizan como se debería, por lo que pienso que nosotros podríamos operar sobre esas situaciones. De pronto, 
podríamos citar a la empresa o entablar contacto con esta para hacerle llegar la preocupación existente, 
porque los otros aspectos mencionados son cuestiones más de fondo como, por ejemplo, cuál es el salario 
mínimo o cuál es la diferencia que le queda al tercerizador, es decir, quien contrata al trabajador 
directamente. Nosotros no podemos operar sobre eso, pero sí podemos manifestarnos sobre el carácter de las 
inspecciones y el no cumplimiento de la ley. 


Cuando solicité la palabra anteriormente lo hice para referirme a algo que después mencionó el doctor 
Batista: que la empresa Colonvade es la responsable del pago de los trabajadores y por eso van a perder el 
juicio. La empresa puede no ser la responsable del despido -lo dijeron aquí-, pero sí de que los trabajadores 
cobren lo que legalmente se les debe pagar. Entonces, creo que es conveniente conversar sobre estos temas 
con la empresa. Por lo tanto, propongo que nos pongamos en contacto con la empresa para hacerle llegar la 
opinión de la Comisión. 


SEÑOR BENTANCOR.- De hecho, cada uno de nosotros ya está diciendo lo que piensa sobre el tema. 


Quiero referirme a ese tema tan triste e increíble de que una empresa unipersonal pueda tener gente a su 
servicio. Deseo dejar en claro que, lamentablemente, eso está previsto por la ley. Originalmente, la Ley de 
Seguridad Social, la que estableció el régimen de las AFAP, preveía que estas empresas podían tener dos 
dependientes a su servicio, pero luego esto se cambió por medio de otra ley que se votó en este período, y 
creo que pueden tener -no quiero equivocarme- cien dependientes. Esto es algo absolutamente 
desproporcionado y se discutió en su momento, pero así quedó. Por lo tanto, cuando cuestionamos esta 
disposición decimos que se debe reformar. 


Por otra parte, adhiero al hecho de que actualmente no se puede hacer mucho, pero no creo que el comienzo 
del receso nos impida seguir trabajando. Estoy de acuerdo con el señor Diputado Bonomi en convocar a la 
empresa para la próxima sesión, pero creo que es imprescindible que citemos al Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social. Como integrante de esta Comisión, lo dije desde un principio. El señor Ministro de Trabajo 
y Seguridad Social fue invitado a concurrir a esta Comisión cuando asumió el cargo para que planteara su 
plan de Gobierno y manifestara qué pensaba llevar adelante. En esa oportunidad, quedamos totalmente a su 
disposición para elaborar y promover las herramientas que necesitara desde el punto de vista laboral. 
Asimismo, le entregamos -el señor Secretario es testigo de ello- todos los proyectos de ley a estudio la 


Comisión para que los analizara y nos dijera cuáles podrían ser efectivos para mejorar su tarea, pero nunca 
recibimos una respuesta. 


Aquí se relataron hechos concretos; nadie puso en cuestión ningún aspecto moral de alguien, pero se han 
planteado situaciones graves. Entonces, creo que el señor Ministro tiene derecho a recibir la versión 
taquigráfica de esta sesión y propongo que sea invitado para que explique todos estos temas. 


Sin desmedro del planteo que realizaron los señores invitados -el cual conocemos hace tiempo y sabemos que 
es una de las situaciones más terribles que vive el país-, el abuso que se hace a través de las empresas 
tercerizadas es moneda corriente; esto es permanente y no hay nadie que le ponga el cascabel al gato. Por eso 
hoy hablaba de deserción; capaz que suena feo -pongan el nombre que quieran-, pero hay una deserción del 
poder del Estado que no hace cumplir determinadas normas y conceptos que están en la Constitución y en los 
convenios firmados con la OIT. 


No estoy planteado estas cosas "pour la galerie", para la prensa, para hacer bochinche o para llamar al señor 
Ministro a Sala. No, solo quiero que venga a la Comisión, porque me parece que es el lugar idóneo. Luego de 
una entrevista como esta me parece que hay motivos suficientes como para que el señor Ministro sea 
convocado, haciéndole llegar, por supuesto, los elementos necesarios para que exponga sus puntos de vista. 
De pronto, nos puede aclarar -más allá de que la información llegue bastante tarde- cuáles son las dificultades 
que encuentra un Ministro de Trabajo y Seguridad Social cuando llega a su función para no hacer cumplir las 
cosas que parecen tan obvias, como las que se han mencionado aquí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo agradece la visita de la delegación. 


Por la vía de los buenos oficios, trataremos de colaborar y de conseguir que haya una preocupación en 
aumento por los temas que nos han planteado. 


(Se retira de Sala la delegación del Sindicato de Obreros de la Industria de la Madera del Norte del País) 


SEÑOR ARREGUI.- Afuera hay una delegación de FUTRAVI que había sido convocada por la 
Comisión. Dos de sus integrantes vienen de Rivera, uno de Rosario y otro de Fray Bentos. Quisiera 
saber si se los va a recibir o si se va a coordinar una nueva reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a recibirlos para comunicarles que tenemos sesión de Cámara a la 
hora 16 y para coordinar otra reunión para el próximo martes a la hora 13. 


(Ingresa a Sala una delegación de la Federación Uruguaya de Trabajadores Viales) 


———- La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a los señores Ervin González, 
Ricardo Fleitas, Jorge Palma y Gustavo Cabrera, integrantes de la Federación Uruguaya de Trabajadores 
Viales. 


Pedimos disculpas por la demora, pero estábamos tratando un tema muy importante con la delegación 
anterior. No queríamos dejar de recibirlos en el día de hoy, pero debemos informales que hay sesión de 
Cámara a la hora 16 por lo que tendremos que fijar otra reunión para el próximo martes a la hora 13, a los 
efectos de mantener una sesión más extensa. 


SEÑOR PALMA.- En primer lugar, quiero decir que somos del interior y que representamos a este 
sindicato desde hace tiempo. Nosotros entendemos que los compañeros que nos antecedieron 
plantearon un tema muy importante, pero el que venimos a exponer nosotros también lo es, y esperar 
hasta el martes, considerando que el próximo miércoles -el día 15- el Parlamento entra en receso, nos 
cae demasiado pesado, más allá de los reglamentos existentes. 


Concretamente, venimos a plantear que desde que salió la publicación del 3 de agosto del Diario Oficial 
donde aparece el decreto dictado el 28 de julio, que dice claramente que se detectan 855 puestos de trabajo 
pasibles de quedar excedentarios, nos tomó bastante mal, desprevenidos. Pedimos una reunión con el 
Director Nacional de Vialidad, ingeniero Juan Echeverz, -con quien tenemos una buena relación- que nos 


recibió el 17 de agosto. Nos planteó que este proceso llevaba más de un año, a lo que respondimos que si era 
así podría habernos consultado. Si bien creemos en su palabra, pensamos que la aplicación del decreto está en 
ese proceso. 


Asimismo, pedimos una reunión con el señor Ministro de Transporte y Obras Públicas, ingeniero Gabriel 
Gurméndez, quien avala lo manifestado por Echeverz y nos dice que este decreto se pone en cinco segundos 
y se saca en cinco segundos, y que no se precisa de más decretos porque viene de una administración que 
sacó a 1.500 trabajadores. Ante la gravedad de las palabras del señor Ministro, no nos quedamos quietos y 
concurrimos al Parlamento. A su vez, el Vicepresidente de la República, profesor Hierro López, informó que 
habían pasado los cuarenta y cinco días de plazo y que había quedado esta reestructura. Entendemos que esta 
reestructura hay que estudiarla a fondo. El señor Ministro y el Director Nacional de Vialidad nos dicen que 
855 es un número frío, que había que poner una cifra en el proyecto, pero a nuestro entender esto va mucho 
más allá. Inclusive, vemos que algunos pasos previstos en el decreto ya se están aplicando en la Dirección 
Nacional de Vialidad, cuyo funcionamiento cada vez se liquida más, tanto en los talleres como en las obras 
de las rutas. 


Además, antes de que se dictara el decreto el 27 de junio, se nombra a una ingeniera en la Dirección Nacional 
de Vialidad en un cargo adscripto a la Dirección. Nos preguntamos si eso no es cumplir el decreto. ¿Poder 
creer al Director Nacional de Vialidad y al señor Ministro que dicen que el decreto no se cumplirá y antes de 
que este se dicte se da el cargo a esa ingeniera? Se insiste con los cargos de alta especialización, pero ¿qué se 
quiere hacer? ¿Esperar que alguien renuncie? La situación no es la misma que antes cuando se daba 
incentivos de retiro, y la gente no va a renunciar. Pensamos que corremos peligro porque por algo el decreto 
establece que se detectan 855 cargos pasibles de ser excedentarios. 


Por otra parte, se aspira a que la Dirección Nacional de Vialidad compita, pero hay cuadrillas que cuentan 
con 57 trabajadores. Si bien están prohibidos los ingresos por ley, necesitamos más gente para trabajar en la 
ruta y más maquinaria. Como sindicato, además de defender el trabajo y el salario de los trabajadores, 
peleamos por un modelo de vialidad y siempre lo hemos planteado porque nos parece que podríamos tener 
una mejor gestión Muchos de los trabajos que hoy se entregan a empresas privadas, podrían estar en nuestras 
manos. 


El señor Ministro y el Director Nacional de Vialidad dijeron que este decreto se puede eliminar si hay 
voluntad y nosotros entendemos que así debe ser. Tendríamos que ponernos en el pellejo de estos compañeros 
y pensar que no solo serían 855 funcionarios que quedarían cesantes sino más de 2.000 familias que 
quedarían sin resguardo. 


Por estas razones, venimos a plantear este asunto a esta Comisión porque es grave, más allá de que existan 
promesas para dejar sin efecto el decreto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como adelanté a la delegación de FUTRAVI antes de entrar a Sala, me 
preocupé por averiguar cómo estaba esta situación. 


Lo que informé a los trabajadores antes de entrar a Comisión -y quiero que conste en la versión taquigráfica- 
es que la intención en este caso era tener disponible lo que en su momento fue un inconveniente legal del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas cuando se produjeron las excedencias voluntarias. Cuando se 
produjeron 1.000 excedencias y la ley preveía 600, se formó una diferencia de 400 que, diríamos, eran 
"ilegales". A este respecto, en 1996 o 1997 se hizo una serie de gestiones con el CEPRE y cuando se preparó 
esta reestructura la Oficina Nacional del Servicio Civil exigió establecer el número en el decreto, es decir, no 
surgió por voluntad del Ministerio de Transporte y Obras Públicas y así lo informó el Ministro. Es un decreto 
y no una ley, por lo que puede ser modificable y eso será resorte del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. Hasta hoy ese decreto no ha tenido ninguna consecuencia y lo que quiero trasmitirles es la 
tranquilidad de que no la tendrá en el futuro, en tanto sigan ocupando la administración las actuales 
autoridades. Creo que -como me lo expresaron- así se lo dijeron al sindicato. 


SEÑOR PALMA.- Reiteramos que, más allá de las palabras, hay elementos a tener en cuenta, es decir, 
toda una reestructura y todo un proceso. 


Creemos que debe atenderse lo que plantea el sindicato. Nos interesa resaltar que se contrató a una 
funcionaria y que se crearon cargos de alta especialización. Es cierto que se produjeron 1.000 excedencias, 
pero creo que en AFE, asunto que no tiene nada que ver con lo que estamos hablando. Nos estamos refiriendo 
a este Decreto N* 262, que sí prevé lo relativo al ferrocarril y otra Gerencia, pero no es lo que planteó el 
señor Presidente. Por lo tanto, entendemos que considerar este caso desde su gravedad. 


Insistimos en que a nuestro entender la cifra de 855 no se tomó al azar y está estudiado. Además, el decreto 
se está cumpliendo por cuanto en los talleres y en las rutas se pasan obras a terceros, es decir, se privatiza 
cada vez más. Por esa razón, entendemos que en todo esto hay algo oculto. Si bien reconocemos que no hay 
listas, no las queremos -como se lo dijimos al Director y al señor Ministro- porque algunos de los 
compañeros presentes venimos hace años del ferrocarril. Y vamos a pelear ahora porque este es el momento y 
no cuando salgan las listas. 


Entendemos el Reglamento de la Cámara, pero a los compañeros que están aguardando una respuesta y a 
nosotros mismos no nos hace ninguna gracia esperar hasta el martes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La cifra de 855 fue prevista porque se consideró que actualmente la 
Dirección Nacional de Vialidad, dependiente del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, además de 
su rol tradicional, la ley le otorgó la función ferroviaria, dentro de su nueva estructura. Por lo tanto, 
cuando se habla de estos funcionarios -por lo menos así me lo trasmitieron cuando ocupaba el cargo de 
Ministro y también más recientemente- es por si se quiere formar microempresas asociativas de 
empleados que deseen ocuparse del mantenimiento, sin que existan impedimentos provenientes de la 
propia reestructura. 


Es decir, la vialidad y los ferroviarios no son temas diferentes: hoy están unidos en la Dirección Nacional de 
Vialidad, cuyo actual cometido encomendado en el último año, además del carretero, es el ferroviario. 


SEÑOR FLEITAS.- La reunión sería para el martes 14. ¿No es así? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sí. 


SEÑOR FLEITAS.- Entonces, la Comisión ¿cuándo podrá resolver si el 15 de setiembre el Parlamento 
entra en receso? 


Hicimos 1.000 kilómetros y por eso no nos hace gracia postergar la reunión para el martes. 


No hay que olvidarse que debemos comunicar a nuestros compañeros sobre lo que resuelva esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por motivos obvios, pido a los colegas de la Comisión que respondan a la 
pregunta. 


SEÑOR BENTANCOR.- Lamentablemente, hoy es la penúltima reunión ordinaria antes de que el 
Parlamento entre en receso. Sin embargo, el receso no impide que la Comisión se reúna cuantas veces 
quiera; eso queda librado a lo que esta resuelva en cuanto a seguir, o no, funcionando. 


Asimismo, está claro que no será posible, más allá de la información detallada que aporte la delegación y lo 
que discuta la Comisión, avanzar por la vía legislativa, ya que quedan dos plenarios de Cámara antes de 
entrar en receso. Sin embargo, creo que existen muchos temas en los que no necesariamente se avanzaría por 
la vía legislativa sino dialogando. Entiendo la molestia de la delegación y pido disculpas por mi cuotaparte de 
la responsabilidad, pero debemos cumplir un aspecto formal. La reunión del martes podría servir para que se 
explayaran un poco más y quizás con una delegación menos numerosa. Ya contamos con el insumo básico, 
por lo que ustedes ya expusieron. Quizás en esa instancia el señor Presidente pueda aportar algún elemento 
más, por obvias razones. Quizás habría que ver qué se puede hacer a nivel del Poder Ejecutivo, que hasta 
marzo del año que viene seguirá funcionando con las actuales autoridades. Más allá de que deba hacerse una 
reestructura, hay que determinar cómo será, qué participación tendrán los trabajadores, etcétera; son aspectos 


que sería bueno analizar en la Comisión para luego hacer las recomendaciones pertinentes al Ministro que 
actualmente está trabajando. 


En este caso, tengo que sumarme a la opinión de los compañeros de la Comisión; lamentablemente, las cosas 
se dieron de esta manera. No obstante, creo que sería positivo que por lo menos uno o dos de ustedes 
volvieran el martes para avanzar en estos temas. Si hay que hacer una reestructura, bueno, no será la primera 
ni la última. Reitero que lo fundamental es ver cómo se hará y qué participación tendrán los trabajadores; si 
la reestructura será digitada, si esto será negociado, etcétera. Son cosas que se ven siempre en las 
reestructuras de las empresas. 


SEÑOR PALMA.- Aunque la Dirección de Vialidad le ha dicho a los jerarcas y a los mandos medios 
que no va a pasar nada, los compañeros saben que no es así; quienes trabajan todo el día en las 
carreteras lo saben. Entonces, más allá de que se pueda solucionar este problema, estamos de acuerdo 
con lo que dice el señor Diputado: siempre se llega a mejor fin cuando las cosas se resuelven en una 
mesa de negociación en la que están representadas las dos partes, porque de ese modo tanto los 
trabajadores como los jerarcas tienen la posibilidad de discutir y de llegar a acuerdos. No se puede 
actuar de esta manera. Eso es lo que pensamos: en cualquier reestructura tienen que negociar las dos 
partes. Por supuesto, creemos que hay que eliminar el decreto, pero hay que hacer todo lo que sirva a 
ambas partes y dé tranquilidad a los trabajadores. 


Por otra parte, se habla de 855 puestos de trabajo. Yo puedo entender lo que dice el señor Diputado, pero hay 
que ponerse en el pellejo de los compañeros. Si cualquier jerarca sale a hablar, tiene que dar otros elementos; 
ahí está la falla. Hay que dar más elementos para que los compañeros entiendan la situación; en el interior, a 
veces eso se hace difícil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos mucho vuestra presencia y los esperamos nuevamente el 
martes a la hora 13. 


(Se retira de Sala la delegación de FUTRAVI) 


SEÑOR BENTANCOR.- Propongo que invitemos a la empresa forestadora y al señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con que se invite al señor Ministro, pero no a la empresa; si 
convocamos a una, tenemos que convocarlas a todas. 


(Diálogos) 


SEÑOR BENTANCOR.- Sé que tenemos poco tiempo, pero podríamos fijar alguna reunión 
extraordinaria. 


(Diálogos) 


Podríamos pedir autorización para que algún miembro de la Comisión fuera a hablar con las empresas. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, queda prevista una reunión extraordinaria de la Comisión 
para el próximo lunes y haremos las gestiones necesarias para invitar a concurrir al señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


